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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 1224/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO Y EL INSPECTOR **********, INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECIÓN DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, QUE LLEVO A CABO EL ACTA DE RETIRO DE VEHICULO IMPUGNADA.
TERCERO: **********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a veinticinco de febrero de dos mil veintiuno.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1224/2019/2, promovido por la C. **********, contra actos del C. Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado; y el Inspector **********Inspector adscrito a la Dirección de Comunicaciones y Transportes, que llevó a cabo el acta de retiro de vehículo impugnada.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de noviembre de dos mil diecinueve, la C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del C. Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el Inspector ********** Inspector adscrito a la Dirección de Comunicaciones y Transportes quien realizó el acta de retiro de vehículo impugnada respecto de los actos consistentes en:

“Reclamo la emisión y aplicación en mi perjuicio de la ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO con folio **********, y las consecuencias que este acto generó, que fue el retiro de mi vehículo ilegalmente”
2.- Mediante auto de fecha veinte de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda en contra del Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y del Inspector **********, inspector adscrito a la Dirección de Comunicaciones y Transportes, que llevo a cabo el acta de retiro de vehículo impugnada, señalando como tercero a la persona moral **********ordenándose emplazarlas y correrle traslado a las autoridades demandadas y al tercero interesado, para que dentro del término de diez días contestaran lo que a su derecho correspondiera, y al tercero para que se apersonara a juicio, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresaran los hechos que se encontraban relacionadas
3.- Mediante auto de fecha diez de enero de dos mil veinte, se advirtió que la empresa tercera **********, no se apersonó a juicio en el término de diez días hábiles, por lo que se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el acuerdo de fecha veinte de noviembre de dos mil diecinueve, y se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio. 
Así mismo, se tuvo al C. **********, quien se ostentaba como Inspector Habilitado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes por precluido su derecho para contestar la demanda y por afirmando los hechos de la misma salvo prueba en contrario.

Por otra parte, se tuvo al C. **********en su carácter de Director de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, por dando contestación a la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
A la parte actora se le tuvo por ofreciendo y admitiendo las siguientes probanzas:

3.1.1.- Copia fotostática simple del Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, con folio **********; de fecha primero de octubre de dos mil diecinueve.

3.1.2.- Impresión del recibo de pago con folio **********, de fecha tres de octubre de dos mil diecinueve, expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
3.1.3.- Copia fotostática simple de la tarjeta de circulación a nombre de la aquí actora, correspondiente al vehículo con placas **********.

3.1.4.- Copia fotostática simple de la carta factura expedida por la empresa **********, en fecha veinticinco de enero de dos mil catorce, a favor de la aquí actora.

3.1.5.- Impresión del comprobante fiscal serie **********, expedido por “**********.
3.1.6.- El informe que ofreció a cargo del Titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, autoridad demandada a quien se le solicitó, en el término de quince días, previsto en el citado artículo 60 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, INFORMARA lo siguiente:

“Informara si el vehículo marca ********** marca **********, con número de motor ********** con número de serie ********** se encontraba empadronado como Transporte Público en dicha Dependencia, o si la C. **********, se encontraba registrada como concesionaria o permisionaria de esa unidad en concreto.”

Por lo que se apercibió a la autoridad requerida, que de no cumplir con lo solicitado o bien acreditara o justificara en el término concedido, si existía algún impedimento legal o material para cumplir con el mismo, se le podría aplicar en su perjuicio alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo en el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal.

3.1.7.- La presuncional legal y humana.

3.2.- Al Director de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones del Gobierno del Estado, con el carácter que compareció a juicio; se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:
3.2.1.- Copia fotostática certificada del nombramiento expedido a su favor, de fecha dieciséis de abril de dos mil diecinueve;
3.2.2.- Copia fotostática certificada del oficio **********, que detalla como documental pública segunda, del capítulo de pruebas de su demanda.

3.2.3.- Copia fotostática certificada de las actuaciones correspondientes al expediente administrativo formado con motivo del Acta de Retiro de Vehículo no concesionario/no permisionario folio **********y que exhibió como anexo 3 de su contestación de cuenta y que detalla como documental pública tercera del capítulo de pruebas de su demanda.

3.2.4.- La instrumental de actuaciones; y 

3.2.5.- La presuncional legal y humana.

Finalmente, una vez que transcurriera el término otorgado al Secretario de Comunicaciones y Transportes, en el punto 3.1.6. de este proveído, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
4.- Por auto de fecha diecisiete de febrero de dos mil veinte, y toda vez que la diversa autoridad demandada Secretario de Comunicaciones y Trasportes del Gobierno del Estado no rindió el informe ofrecido como prueba de la parte actora, se amonestó a dicho Secretario, requiriéndolo de nueva cuenta para que remitiera el informe solicitado, apercibido que de no hacerlo se le podrían aplicar los demás medios de apremio establecidos en el artículo 127 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
5.- Por auto de fecha cuatro de marzo de dos mil veinte, se tuvo al Director de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, por dando contestación al requerimiento que se le hizo al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, en los proveídos dictados en fecha diez de enero y diecisiete de febrero del dos mi veinte, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la autoridad requerida en el auto de fecha diecisiete de febrero del dos mil veinte.

Motivo por el cual se tuvo como prueba de la parte actora el informe emitido por el Director de Gestión Jurídica de la Secretaria de Comunicaciones y  Transportes del Gobierno del Estado.

Por último se señalaron las once horas del primero de abril del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

 6.- Por auto de fecha primero de julio de dos mil veinte, se hizo del conocimiento de las partes que por acuerdos de Pleno de este Tribunal dictados en fecha diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio del dos mil veinte, no hubo actuaciones procesales en este Órgano Jurisdiccional a partir del día diecinueve de marzo al treinta de junio de dos mil veinte, por lo que los días comprendidos en dicho periodo se consideraron inhábiles, por lo que la actividad jurisdiccional se reanudo a partir de la presente fecha, ordenándose continuar con la substanciación del presente juicio y se llevaran a cabo las diligencias de notificación pendientes en este asunto.
Motivo por lo que se difirió la audiencia final señalada para celebrarse a las once horas del pasado día primero de abril de dos mil veinte, señalando como nueva fecha para el desahogo de la citada audiencia, las once horas del trece de julio del dos mil veinte.
7.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se tuvo a las partes por no formulando los mismos, y se citó para su resolución.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativo suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta a la C. **********, la personalidad e interés jurídico de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el siguiente:
“Reclamo la emisión y aplicación en mi perjuicio de la ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO con folio **********, y las consecuencias que este acto generó, que fue el retiro de mi vehículo ilegalmente”

Acompañando a su demanda el Acta Retiro de Vehículo No Permisionario / No Concesionario, de fecha primero de octubre de dos mil diecinueve, y en la cual se desprende del contenido de la misma, que el conductor del vehículo retenido demuestra la propiedad del mismo, con la tarjeta de circulación expedida a la parte actora.

Así mismo, acompaña el recibo de pago con número de folio **********, emitido por la Dirección General de Ingresos, de fecha tres de octubre de dos mil diecinueve, mismo que se encuentra a su nombre, documental que obra a foja 13 de autos.
Por su parte, el C. **********en su carácter de Director de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, acreditó la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibiendo copia certificada de su nombramiento de fecha dieciséis de abril de dos mil diecinueve, la cual obra a foja 46 del expediente en el que se actúa.**********A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
Por otra parte, se debe de hacer mención que por auto de fecha diez de enero del dos mil veinte, se tuvo a la empresa tercera ********** por precluido su derecho para apersonarse a juicio, en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala la ley.

Así mismo, se tuvo a la diversa autoridad demandada,  Inspector adscrito a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, el  C. **********, por precluido su derecho para contestar la demanda y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario, en virtud de que la copia certificada del oficio mediante el cual pretendía justificar sus funciones, al momento de su presentación de su contestación, ya no se encontraba vigente.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto consistente en la emisión y aplicación del acta de retiro vehículo no concesionario/no permisionario, con folio **********, de fecha primero de octubre de dos mil diecinueve. 
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se debe de manifestar, que en el presente juicio, se actualiza parcialmente la improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dicta de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”
Lo anterior, es así, en virtud de que el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que solo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funden su pretensión, resultando que en los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, dicha disposición legal dicta de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”
Así mismo, se debe de hacer mención que ha sido criterio de los Tribunales Colegiados, que para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada.

En este sentido, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización,  permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.

Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 

En ese sentido, se tiene que del acto impugnado consistente en el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario, de fecha primero de octubre del dos mil diecinueve, con número de folio **********, se desprende que a la parte actora le fue detenido el  vehículo referido, en virtud de que el inspector consideró que se encontraba prestando un servicio de transporte público a título oneroso sin contar con el permiso respectivo; de igual manera se advierte que al darle el uso de la voz al conductor del vehículo, manifestó trabajar para la empresa **********, y que hacia el servicio de transporte para la empresa ********** a donde llevaba a las personas que ocupaban el vehículo, dicha documental obra a foja 11 y 12 del expediente en el que se actúa.

Así mismo se desprende de dicha acta que el inspector de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes entrevistó a las personas que ocupaban el asiento trasero del vehículo, quienes se llamaban **********, las cuales manifestaron que la empresa les mandaba el referido automóvil para su traslado.

Ahora bien, se debe de manifestar que la propia parte actora en su escrito inicial de demanda manifiesta lo siguiente:

“Quiero agregar que soy contratista y ofrezco mis servicios para el mantenimiento a ciertas empresas, trasladando al personal a las empresas sin costo alguno, el costo lo cubren las empresas que me contratan para trabajos eventuales y realizar ciertas actividades y esto no quiere decir que funciono como servicio público de transporte”

De lo anteriormente transcrito se desprende que la parte actora manifiesta ser contratista, y que ofrece sus servicios de mantenimiento a diversas empresas, trasladando al personal sin costo alguno, y que el costo lo cubren las empresas que la contratan. 

Por otra parte, y respecto del informe ofrecido por la parte actora, en el sentido de que el Secretario de Comunicaciones y Trasportes del Estado de San Luis Potosí, informara si el vehículo marca **********, con número de motor ********** número de serie ********** se encontraba empadronado como Transporte Público en dicha dependencia o si la C. **********, se encontraba registrada como concesionaria o permisionaria de esa unidad en concreto, documental que obra a fojas 76 y 77 del expediente en el que se actúa; se desprende que dicho vehículo no se encontraba empadronado como unidad autorizada para la prestación de servicio de transporte público ante dicha Secretaría, y que la C. **********, no se encontraba registrada como concesionaria ni permisionaria para la prestación de servicio de transporte público bajo el uso de la citada unidad.

Hasta aquí, de lo manifestado por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y de las pruebas ofrecidas, específicamente la consistente en el informe del Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, así como del acto impugnado, se desprenden las siguientes consideraciones:

· Que el vehículo  con placas de circulación ********** del Estado de San Luis Potosí, **********, **********, número de serie ********** es de su propiedad;

· Que al momento en que lo detuvieron, el conductor del vehículo manifestó trabajar para la empresa **********, y que hacia el servicio de transporte para la empresa ********** a donde llevaba a las personas que ocupaban el vehículo;
· Que al entrevistar a los ocupantes del vehículo manifestaron que la empresa les mandaba el mismo para su traslado;

· Que la parte actora manifiesta ser contratista y que ofrece sus servicios para el mantenimiento a ciertas empresas, trasladando al personal a las empresas sin costo alguno, y que dicho costo lo cubren las empresas que la contratan para trabajos eventuales y realizar ciertas actividades;
· Que dicho vehículo, no cuenta con permiso y/o autorización para realizar el servicio público de transporte;

Ahora bien, y ante la negativa de la parte actora, de que no se encontraba prestando un servicio de transporte público, se debe de señalar que no aporta prueba alguna que demuestre lo manifestado en su escrito inicial de demanda; es decir, que es contratista, y que ofrece sus servicios de mantenimiento a diversas empresas, y que el costo del traslado del personal lo cubre la empresa a la que los llevaba; lo anterior, en virtud de que fueron las propias personas que ocupaban el vehículo, las que manifestaron que la empresa les mandaba el automóvil para su traslado.

En ese sentido, en consideración de este Juzgador, si bien es cierto la parte actora con el presente juicio de nulidad no pretende obtener una sentencia que le permita realizar una actividad reglada, como lo es, el servicio de transporte público; también lo es, que en el momento de la detención de su vehículo, el inspector señaló que se encontraba prestando el servicio de transporte público a terceros a título oneroso, según se desprende del acta retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, misma que en ningún momento fue desvirtuada por la parte actora, y que para realizar dicha actividad necesitaba contar con el permiso correspondiente, ello de acuerdo a la Ley de Transporte Público del Estado, por lo que ante la falta del permiso se procedió a instaurarle el procedimiento del que ahora viene a controvertir; y por otra parte, ante la actividad de carácter privado que refiere la parte actora en su escrito inicial de demanda, consistente en el traslado de personal a las empresas donde ofrece sus servicios, dicha aseveración no fue acreditada con prueba alguna, tal y como se refiere en párrafos precedentes.
Motivo por el cual el Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario con número de folio **********, goza de una presunción de legalidad, que no fue desvirtuada por la parte actora según lo dispuesto por  los artículos 170 y 171 del Código Procesal Administrativo del Estado, mismos que se transcriben a continuación.

“ARTICULO 170. El acto administrativo será válido hasta en tanto su invalidez no haya sido declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según sea el caso.”
“ARTICULO 171. El acto administrativo válido será eficaz, ejecutivo y exigible:

I.- A partir de que surta efectos la notificación legalmente efectuada;

II.- A partir de que se configure en el caso de ser negativa ficta, o

III.- Cuando se trate de un acto administrativo publicado en un medio de difusión oficial, se estará a la fecha señalada para iniciar su vigencia.

Se exceptúa de lo dispuesto en las fracciones anteriores, el acto administrativo por el cual se otorgue un beneficio al particular, caso en el cual su cumplimiento será exigible por éste desde la fecha en que se dictó o aquella que tenga señalada para iniciar su vigencia. 
Los actos en virtud de los cuales se realicen actos de inspección, investigación o vigilancia conforme a las disposiciones de ésta u otras leyes, los cuales serán exigibles desde que los expida la dependencia o entidad de que se trate.”
En ese sentido, se tiene que la parte Actora tenía la carga de la prueba de acuerdo a lo que disponen los artículos 273 y 274 fracción I Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo de acuerdo a lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo del Estado, toda vez que la negativa de la Actora se sustenta en la afirmación expresa de un hecho, y por consiguiente, opera la regla general de que quien afirma está obligado aprobar, en el sentido, de haber manifestado que era contratista y que ofrecía sus servicios para el mantenimiento a diversas empresas, y que realizaba el traslado de personal, cubriendo los gastos las propias empresas, resultando pertinente realizar la transcripción de los artículos primeramente mencionados:

“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.

ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;

III.- Cuando se desconozca la capacidad;

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Motivo de lo anterior, el “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario con número de folio **********hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Máxime a lo anterior, se debe de hacer mención que la autoridad demandada acompañó a su contestación de demanda diversa prueba documental, consistente en la copia certificada del acta de comparecencia de fecha tres de octubre del dos mil diecinueve, en la cual consta que la parte actora manifestó que su vehículo prestaba un servicio público de transporte en la ciudad de San Luis Potosí, S.L.P., reconociendo que el mismo es irregular, documental que obra a foja 57 del expediente en el que se actúa, y de la cual se procede a su digitalización.
DIGITALIZACIÓN
Dicha documental, fue dada a conocer a la parte actora mediante auto de fecha  diez de enero del dos mil veinte en el cual se ordena correrle traslado para los efectos legales que a su derecho correspondiera; sin que la parte actora haya objetado o desvirtuado dicha probanza, motivo por el cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal del Estado.


Motivo por el cual, de acuerdo hasta lo aquí expresado,  y toda vez que la parte actora no acreditó que se encontraba en la hipótesis prevista en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, consistente en que podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funden su pretensión, se procede a dictar el sobreseimiento del impugnado “Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de octubre de dos mil diecinueve”, ello de conformidad con lo previsto por el artículo 228, fracción II, del Código anteriormente citado, ello en virtud de las consideraciones que han sido señaladas con anterioridad.

Ahora bien, de las constancias que obran dentro del presente expediente, la parte actora señala como diversa pretensión la devolución de los importes que por concepto de multa pago a la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, así como el importe por concepto de pago de grúa y pensión; cantidades amparadas, la primera de ellas en el recibo de pago emitido por la Dirección General de Ingresos, con número de folio **********y la segunda, en el recibo con número de folio **********, expedido por la persona moral “**********”, documentales que obran a foja 13 y 16 del expediente en el que se actúa; por lo que es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad; no habría impedimento legal para que esta Sala analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta; ello, en el entendido que lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la imposición de dicha sanción y no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo fue el “Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de octubre de dos mil diecinueve”.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja de la 04 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término se debe de hacer mención, que tal y como se ha manifestado en el considerando CUARTO de la presente resolución, la parte actora no acompañó a juicio la concesión o permiso otorgado para la prestación del servicio público expedida a su favor por parte de autoridad Estatal competente; por lo que en ese sentido únicamente se procede a pronunciarse de la ilegalidad o legalidad del importe de la multa que le fue impuesta a la parte actora, esto es en el acta de comparecencia de fecha tres de octubre del dos mil diecinueve, misma que ha sido digitalizada con anterioridad.


Ahora bien, y para un mayor entendimiento de la presente resolución, se proceden analizar los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en los que medularmente manifiesta lo siguiente:

1.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN DE LA PARTE ACTORA

I.- En el primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que un acto de autoridad que se emita faltando a los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación es causa suficiente para decretar su nulidad total.

Que el inspector esta facultado para detener vehículos de transporte público y aplicar su reglamento o ley, y si estos no cumplieran con los requisitos que la ley exige, el juicio de nulidad seria improcedente; pero en el presente caso, el vehículo que fue retenido es un transporte privado, por ende la autoridad carece de facultades para detención y retiro del mismo, por lo que hace un acto de molestia y amedrentación por parte de la Secretaria, ya que no es autoridad competente para molestarle y revisar su documentación como transporte privado particular, siendo la autoridad competente Tránsito Municipal, quienes son los encargados de revisar las violaciones al Reglamento de Tránsito Municipal.

Que el inspector no motiva en su acta impugnada, en dónde y cómo fue que flagrantemente vio al conductor de dicha unidad cobrando por dicho servicio, que solo se base en una suposición; y que sin base jurídica y legal le retira su unidad de circulación.

Que si bien es cierto transportaba a trabajadores a una empresa como lo declararon al ser entrevistados, se debe de hacer la observación que en dicha acta impugnada, el inspector manifestó que realizaba funciones de inspector de transporte público; por lo que no podía inspeccionar vehículos particulares.

II.- En su segundo concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta, que existe una indebida circunstanciación del acta de inspección, argumentando que existe una indebida identificación del inspector, ya que fue omiso en circunstanciar si la constancia de identificación con la que pretendía identificarse, se encontraba vigente en el momento de la actuación.
Que existe una indebida circunstanciación del oficio de comisión, ya que no se señalaron los elementos informativos básicos, para que el gobernado supiera que estaba frente a una persona autorizada para llevar a cabo los actos de desposesión que sufrió la parte actora.

2.- ANALISIS DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN

A juicio del suscrito Magistrado, los conceptos de impugnación anteriormente referidos, se encuentran encaminados a controvertir la fundamentación y motivación de los actos previos al acta de comparecencia de fecha tres de octubre de dos mil diecinueve –acta en donde le impusieron la multa a la parte actora-, por lo que los mismos resultan ser inoperantes por inatendibles, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
Tal y como quedo manifestado en el considerando cuarto de la presente resolución, en la especie se actualizó la causal de improcedencia respecto del “ACTA RETIRO DE VEHICULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO”, ello en virtud de actualizarse la causal de sobreseimiento previsto por el artículo 228, Fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al quedar acreditado que dichos actos no afectan los intereses jurídicos de la parte actora, al no haber acreditado contar con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para poder prestar el servicio de transporte público, al tratarse de una actividad reglada.

Por lo tanto, al haberse actualizado la causal de improcedencia prevista en la fracción II, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria se encuentra imposibilitada para entrar al estudio de dichos conceptos de impugnación, resultando aplicable el siguiente criterio jurisprudencial:

Época: Octava Época 
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
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Tesis: VI. 2o. J/280 

Página: 77 

SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.

No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Motivo por el cual, al declarase los dos únicos conceptos de impugnación inoperantes por inatendibles, en virtud de que los mismos fueron hechos valer contra actos previos a la imposición de la multa de que fue objeto por la parte actora; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo, se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en el acta de comparecencia de fecha tres de octubre del dos mil diecinueve, y por lo tanto, del recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********; así como infundada su pretensión de la devolución de la cantidad de **********que erogó por concepto de pensión ante la persona moral “**********”.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del juicio respecto al “Acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, con número de folio **********, de fecha primero de octubre del dos mil diecinueve”, ello de acuerdo con los fundamentos y motivos expuestos en el considerando Cuarto, de la presente resolución.
TERCERO.- Se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en el acta de comparecencia de fecha tres de octubre del dos mil diecinueve, y por lo tanto, del recibo de pago con número de folio **********, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de **********; así como infundada su pretensión de la devolución de la cantidad de **********que erogó por concepto de pensión ante la persona moral “**********”**********ello de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 








